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1.  Introducción. La intervención pública 
en el mercado de la vivienda
Tradicionalmente el mercado de la vivienda ha sido 
uno de los ámbitos de la actividad económica en los que 
se ha producido una mayor intervención por parte del 
sector público. esta situación se explica fácilmente si 
se tiene en cuenta que la vivienda es un bien preferen-
te. esto supone que las ayudas otorgadas por el sector 
público para su adquisición, alquiler o rehabilitación, se 
justifican porque con ello se consiguen externalidades 
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positivas, tanto tangibles como intangibles (que pue-
den traducirse en una reducción de la delincuencia o de 
los comportamientos antisociales). 
las políticas de ayuda a la vivienda por parte del 
sector público en nuestro país se producen fundamen-
talmente mediante el empleo de cuatro mecanismos1.
— Control de alquileres. a través de este mecanismo 
de intervención lo que pretendía hacer el sector público 
es intentar fijar precios máximos para los alquileres (por 
ejemplo en función de la evolución del índice de precios 
1 en relación con este tema, vid. magro, 2008; onrUbia, 2010; 
palacios y vinUesa, 2010; pérez-barrasa et al., 2010 y
rodrígUez, 2010.
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al consumo) y duración de los contratos (algo que ya se 
intentó, con la reforma en 2005, por la denominada socie- 
dad pública de alquiler). en ese sentido, se han planteado 
diversos problemas conceptuales (dado que se estaría 
planteando restringir el derecho al uso de una propiedad 
privada como es la vivienda) y de efectividad (pues, si nos 
damos cuenta, en sí mismos, el número de alquileres de-
pende crucialmente de los controles existentes).
— Promoción pública de viviendas o viviendas de 
protección oficial (VPO). el sector público lo que hace 
es promover su construcción y después las alquila a 
precios bajos, o las vende a precios subvencionados, 
a sujetos/familias según ciertas condiciones pre-esta-
blecidas. las ventajas e inconvenientes, además de los 
interrogantes que plantean este tipo de medidas, son 
varios: ¿se encuentran en crisis?, ¿mejor alquilarlas?, 
¿tendrán diferentes calidades y será mejor entonces 
combinarlas con libres? Quizás con algunas de esas 
medidas se evitarían ciertos problemas tales como la 
calidad media o baja de esas viviendas o que al final 
se sitúen en zonas de extrarradios, las ocupen única-
mente familias de rentas bajas o se creen mayores pro-
blemas de segregación y polarización de la misma en 
zonas marginales.
— Subvenciones directas para la compra de vivien-
da. en este caso hablamos de ayudas a rentas bajas 
para la compra de vivienda (cubriendo parte del coste 
o tipos de interés) pero desprotegen a rentas media/
bajas. su hipotética ampliación se puede medir a tra-
vés de una mayor incremento en términos de coste 
presupuestario (véase el plan estatal de vivienda y 
rehabilitación 2009-2012 del ministerio de Fomento).
— Incentivos fiscales a la adquisición de vivien-
da. se han instrumentado principalmente a través 
del impuesto sobre la renta de las personas Físicas 
(irpF)2, con deducciones limitadas en la cuota, espe-
cialmente para el caso de la vivienda en propiedad, 
y en menor medida para el alquiler. esos incentivos 
2 para una análisis y evaluación de los mismos, vid. gonzÁlez 
gonzÁlez, 2006 y lópez garcía, 2010.
han suscitado muchas críticas, al ser considerados 
como subsidios distorsionantes implícitos, que bene-
fician en forma de mayores precios a los promotores 
inmobiliarios, además de presentar claros efectos de 
inequidad e ineficiencia3.
en general, las ayudas públicas a la vivienda en 
españa han tenido el objetivo prioritario de facilitar el 
acceso a la propiedad, aunque especialmente en el 
caso de aquellas personas de renta baja. en cuanto a 
la evolución del propio gasto en vivienda, es necesario 
indicar que marca claramente una tendencia estable 
por encima de la media europea4, aunque nos encon-
tramos en cifras inferiores a las de países como Fran-
cia o reino Unido. 
por otra parte, sobre el mercado de la vivienda 
confluyen múltiples tributos, tal y como se puede 
observar en el cuadro 1, establecidos por todos los 
niveles de gobierno: central, autonómico y local5. 
en primer lugar, tenemos aquellos que se aplican 
durante el proceso de construcción y venta de los in-
muebles, como son el impuesto sobre el valor añadido 
(iva), establecido por adquisición del suelo urbano y 
materiales de construcción; el impuesto sobre cons-
trucción instalaciones y obras (icio), de titularidad 
municipal, así como las tasas urbanísticas, los precios 
públicos y las contribuciones especiales que recaen 
sobre este tipo de operaciones, y el impuesto sobre ac-
tividades económicas (iae), que grava la realización 
de actividades empresariales relacionadas con la ac-
tividad inmobiliaria; los impuestos sobre los beneficios 
derivados de las actividades de promoción y construc-
ción, bien sea el impuesto sobre sociedades (is) cuan-
do las empresas que las realizan tienen forma societa-
ria, o el irpF, en el caso de empresarios individuales. 
otros impuestos son imputables al comprador, 
como el iva por adquisición de la vivienda, cuando esta 
3 FUenmayor y granel, 2010.
4 borgia y delgado, 2009.
5 Sobre la fiscalidad de la vivienda en España, vid. garcía vaQUero 
y marTínez, 2005 y sÁncHez maldonado y sUÁrez pandiello, 
2009, páginas 255 y siguientes.
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supone una entrega de bienes en el marco de una ac-
tividad empresarial, o alternativamente el impuesto 
sobre Transmisiones patrimoniales (iTp), en el caso 
de transmisiones entre particulares; el impuesto so-
bre actos jurídicos documentados (iajd), que recae 
sobre escrituras de compraventa y de hipoteca.
la tenencia de inmuebles es objeto de gravamen 
por el impuesto sobre bienes inmuebles (ibi), que 
sustituyó a lo que antiguamente se conocía como la 
«contribución»; el impuesto sobre el patrimonio (ip); 
el irpF, si se produce el alquiler de la vivienda a un 
tercero o existe una renta imputada, y el impuesto so-
bre la renta de no residentes (irnr), en el supuesto 
de inmuebles propiedad de no residentes en nuestro 
país. También el is grava los rendimientos inmobilia-
rios percibidos por personas jurídicas.
en la transmisión de inmuebles se aplican tam-
bién otros impuestos, como el irpF, el irnr o el 
is, según la propiedad del inmueble, sobre los in-
crementos de patrimonio derivados de la enajena-
ción; el impuesto sobre sucesiones y donaciones 
(isd), en el caso de transmisiones lucrativas, tanto 
inter vivos como mortis causa; el impuesto sobre 
incremento de valor de los Terrenos de naturaleza 
Urbana (iivTnU), que se aplica sobre las plusvalías.
por último, la explotación económica de los in-
muebles también es objeto de gravamen en varios 
de los tributos anteriormente citados.
Una buena parte de estos tributos (ibi, icio, iivT-
nU, tasas, precios públicos y contribuciones especia-
les) constituyen ingresos para las haciendas locales. 
es precisamente en el ámbito municipal en el que co-
bra una mayor relevancia la fiscalidad sobre la vivien-
da, ya que constituye una de las principales fuentes 
de ingresos de los que disponen estos gobiernos.
en este artículo vamos a analizar la incidencia de la 
fiscalidad sobre la vivienda en las haciendas municipa-
les españolas. para ello, en el apartado siguiente, nos 
referiremos a los argumentos teóricos que justifican la 
utilización de estos tributos por parte de las haciendas 
locales. en el apartado tercero nos referiremos a los 
principales tributos sobre la actividad inmobiliaria en la 
legislación española sobre haciendas locales, realizan-
do una valoración cuantitativa de los ingresos que su-
ponen para los municipios españoles. cierra el trabajo 
un breve apartado de conclusiones.
cUadro 1
FIscaLIdad InmobILIarIa básIca
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2.  La tributación de la vivienda en las haciendas 
locales: argumentos teóricos
la teoría de la asignación de tributos hacia niveles 
locales de gobierno está íntimamente vinculada a la 
asunción de competencias de gasto por parte de los 
mismos, que, de acuerdo con la teoría clásica del fe-
deralismo fiscal, se centran en la provisión de bienes 
y servicios a sus residentes. 
con los datos que se presentan en el cuadro 2, po-
demos constatar que el 59 por 100 del gasto total de 
los municipios españoles en el año 2009 se destinaba 
a la producción de bienes públicos, de carácter social y 
económico, no existiendo diferencias significativas en 
función del tamaño de los mismos. entre ellos desta-
can los bienes públicos relacionados con el urbanismo 
y la vivienda, que suponen de media el 16,5 por 100 
del gasto total, aunque es necesario precisar que esta 
cuantía es mayor, ya que existen otros gastos munici-
pales que se relacionan con la actividad inmobiliaria. 
en este sentido, pou (2007, página 28) ha puesto de 
manifiesto que en el período 1992-2004, estos gastos 
se incrementaron desde el 0,1 por 100 hasta el 1,6 por 
100 del producto interior bruto (pib). 
esta concepción de la hacienda municipal como 
prestadora de servicios públicos justifica el papel que 
dentro de la misma tiene, como instrumento de financia-
ción, el empleo de ingresos fundamentados en el prin-
cipio del beneficio (tasas, contribuciones especiales, 
precios públicos). así, pedraja y salinas (2001, pági- 
na 345) señalan que «en la medida en que los gobier-
nos subcentrales financien sus servicios según el prin-
cipio del beneficio, los recursos se asignarán eficiente-
mente consiguiéndose una correspondencia entre los 
beneficios del gasto y los costes de su financiación y 
con ello un adecuado ajuste a las preferencias de los 
residentes con respecto a estos servicios».
La utilización del principio del beneficio como ins-
trumento de financiación plantea algunas ventajas no 
desdeñables. en primer lugar, si lo que se busca es 
una asignación óptima de bienes y servicios públicos, 
el precio debe fijarse de modo que sea igual al coste 
marginal de producción de los mismos. La eficiencia 
económica exige que en aquellos bienes públicos 
cuyo coste varía en función del número de usuarios, 
por estar sujetos a congestión, el precio sea igual al 
coste marginal de incorporar un usuario adicional. 
También para aquellos bienes y servicios provistos pú-
blicamente, pero utilizados en cantidades diferentes 
por los consumidores, el precio debe reflejar el coste 
marginal de suministrar unidades adicionales. 
En segundo lugar, constituye un instrumento eficaz 
para racionalizar la demanda de los bienes y servicios 
públicos. Cuando estos se financian mediante im-
puestos generales, sin que exista una repercusión di-
recta de los costes sobre los beneficiarios, la deman-
da se incrementa por encima del nivel de eficiencia.
por último, en la medida en que la provisión óptima 
de bienes y servicios públicos se enfrenta al problema 
de conocer las preferencias sobre los mismos de los 
ciudadanos, el establecimiento de precios públicos 
se convierte en un mecanismo de revelación de pre-
ferencias por parte de los consumidores, a través de 
su disposición al pago. sin embargo es cierto que el 
establecimiento de precios resulta más fácil cuando 
los bienes y servicios provistos tienen algunas carac-
terísticas de bienes privados que cuando se trata de 
bienes públicos puros.
a pesar de estas ventajas, es evidente que el princi-
pio del beneficio en la imposición tiene limitaciones im-
portantes. si los usuarios de los bienes y servicios pú-
blicos tienen que financiar su provisión en función del 
consumo que realizan, no se podrán alcanzar objetivos 
de carácter redistributivo. sin embargo, este razona-
miento no invalida su utilización para la financiación de 
bienes y servicios cuya provisión pública no responde a 
motivos redistributivos, como sucede con buena parte 
de los servicios que prestan las Haciendas locales6.
6 en sUÁrez pandiello y FernÁndez llera, 2008, se analiza 
en profundidad el papel que ocupa el principio del beneficio en la 
financiación municipal, tanto desde una perspectiva teórica como aplicada 
al caso de las haciendas locales en españa.
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por otra parte, la imposición sobre la propiedad in-
mobiliaria tiene un sustrato teórico importante en el 
principio musgraviano7 que establece que, en el ámbito 
local, se deben aplicar impuestos sobre aquellas bases 
imponibles que tengan una menor movilidad interju-
risdiccional, para evitar la aparición de fenómenos de 
competencia fiscal y de exportación impositiva. Estos 
impuestos se pueden analizar también desde el prin-
cipio del beneficio, ya que tradicionalmente se ha con-
siderado que el gasto local repercute sobre el valor de 
la propiedad, por lo que estos impuestos harían las ve-
ces de un cuasi precio por los bienes y servicios públi-
cos prestados por los entes locales8. Hamilton (1975 y 
1976), considera que, si los residentes tienen movilidad 
perfecta, se produce una perfecta capitalización de los 
impuestos sobre la propiedad y los servicios públicos 
en los valores de esta. la tesis de Hamilton, siguiendo 
el modelo de Tiebout (1956), es que la imposición so-
bre la propiedad y los servicios públicos están unidos, 
de modo que los contribuyentes tienden a localizarse 
en comunidades en que el nivel de servicios y el im-
puesto sobre la propiedad se ajusta a sus preferencias.
Menor justificación teórica tienen los otros dos im-
puestos locales que se aplican en nuestro país sobre 
la actividad inmobiliaria. en primer lugar, el impuesto 
sobre instalaciones, construcciones y obras (icio) 
se establece por la realización de cualquier construc-
ción, instalación y obra para la que se exija la corres-
pondiente licencia de obras o urbanística, por lo que 
podría justificarse en función del principio del beneficio. 
sin embargo, en la delimitación de su hecho imponible 
se precisa que su exacción se realizará con indepen-
dencia de que se haya obtenido o no la licencia. por 
otra parte, al superponerse con las tasas por licencias 
de obras, esta concepción supondría incurrir en un su-
puesto de doble imposición (monasterio y suárez pan-
diello, 1998, página 381). así pues, su existencia se 
justifica únicamente en términos recaudatorios.
por último, el impuesto sobre incremento de valor de 
los Terrenos de naturaleza Urbana (iivTnU), además de 
una serie de problemas que analizaremos en el siguiente 
apartado, constituye un gravamen selectivo sobre un tipo 
de ganancias de capital, las que se derivan de la trans-
misión de bienes inmuebles. Su justificación teórica es 
débil. es cierto que sirve para revertir en los municipios 
una parte de las plusvalías que se generan en las trans-
misiones de los inmuebles urbanos. sin embargo, el he-
cho de que estas plusvalías ya se encuentren gravadas 
en el irpF, y la determinación de la base imponible a par-
tir del valor catastral, sin tener en cuenta los valores de 
adquisición y enajenación del terreno, hacen que resulte 
más problemático justificar la existencia de este tributo.
3.  La tributación municipal sobre 
la vivienda en españa
vamos a analizar en este apartado los principales 
tributos de titularidad municipal que recaen sobre la 
actividad inmobiliaria en españa. Fuera de nuestro 
ámbito de estudio quedan otros ingresos relaciona-
dos con la actividad urbanística, cuya naturaleza no 
es tributaria, como son todos los ingresos derivados 
de la aplicación de la normativa urbanística9.
Impuestos
el real decreto legislativo 2/2004, de 5 de mar- 
zo, por el que se aprueba el texto refundido de 
la ley reguladora de las Haciendas locales 
(TrlrHl), enumera en su artículo 59 los impues- 
tos municipales, distinguiendo entre aquellos que 
tienen un carácter obligatorio y los voluntarios:
7 mUsgrave, 1983.
8 no es esta consideración del impuesto sobre la propiedad como 
tasa por prestación de servicios el único enfoque sobre el mismo. la 
visión tradicional sobre su incidencia (vid. neTzer, 1966) lo considera 
un impuesto selectivo sobre el consumo de servicios inmobiliarios, y el 
enfoque desarrollado por mieszkowski (1972) lo analiza bajo una 
óptica de incidencia impositiva en equilibrio general como un gravamen 
general sobre el capital. para una análisis de los tres enfoques, vid. 
FisHer, 2007, capítulo 14, páginas 348-371.
9 los relacionados con el patrimonio municipal del suelo, o los 
convenios urbanísticos. sobre estas cuestiones, vid. roger, 2008
y sÁncHez maldonado y sUÁrez pandiello, 2009.
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«1. los ayuntamientos exigirán, de acuerdo con 
esta ley y las disposiciones que la desarrollan, los 
siguientes impuestos:
a. impuesto sobre bienes inmuebles.
b. impuesto sobre actividades económicas.
c. impuesto sobre vehículos de Tracción mecánica.
2. asimismo, los ayuntamientos podrán estable-
cer y exigir el impuesto sobre construcciones, insta-
laciones y obras y el impuesto sobre el incremento 
de valor de los Terrenos de naturaleza Urbana, de 
acuerdo con esta ley, las disposiciones que la desa-
rrollen y las respectivas ordenanzas fiscales».
esta enumeración se completa con lo establecido en 
la disposición Transitoria sexta, que mantiene, con carác- 
ter voluntario, el impuesto municipal sobre gastos sun- 
tuarios, en lo referente, solo, a la modalidad de este que 
grava el aprovechamiento de cotos de caza y pesca.
la reforma de la ley de Haciendas locales intro-
ducida por la ley 51/2002, de 27 de diciembre, que 
amplió notablemente el ámbito de las exenciones en 
el impuesto sobre actividades económicas (iae), de 
modo que solamente un 10 por 100 de los potenciales 
contribuyentes pagan el mismo, reforzó la importan-
cia recaudatoria de los tributos sobre la propiedad, 
y particularmente del ibi. como se puede apreciar 
en el cuadro 3, los ingresos procedentes del mismo 
significan de media el 16,14 por 100 de los ingresos 
totales de los municipios españoles en el ejercicio 
2009. esta cantidad importa más que la recaudación 
total procedente de las tasas y otros ingresos (14,62 
por 100 de media) y solamente se ve superada por 
los ingresos procedentes de transferencias.
si analizamos la composición de la cesta imposi-
tiva municipal en el ejercicio 2009, el ibi contribuye 
con algo más del 57 por 100. le sigue a gran distan-
cia el impuesto sobre vehículos de Tracción mecáni-
ca (ivTm), que aporta algo más del 14 por 100, el iae, 
con el 8,8 por 100, el iivTnU –el 7,10 por 100– y el 
icio –el 6,95 por 100–. la recaudación conjunta pro-
cedente del impuesto sobre gastos suntuarios (igs) 
y de otros impuestos directos e indirectos —sobre los 
que los municipios no tienen capacidad normativa— 
no llega al 6 por 100 del total. 
podemos decir en conclusión que los tres impues-
tos, relacionados con la actividad inmobiliaria, supo-
nen de media el 70 por 100 de la recaudación impo-
sitiva total de los municipios españoles (Gráfico 1).
vamos a continuación a realizar un análisis de los 
principales elementos tributarios de los mismos, po-
niendo especial énfasis en aquellos que forman par-
te de la autonomía tributaria municipal.
IBI, Impuesto sobre Bienes Inmuebles
Se define como un impuesto directo, de carácter 
real, objetivo, de titularidad municipal y exacción obli- 
gatoria, que grava de forma periódica el valor de los 
bienes inmuebles, tanto rústicos como urbanos. se 
trata de un impuesto patrimonial de carácter parcial o 
específico, ya que recae sobre una parte del patrimo-
nio del sujeto pasivo, los derechos sobre bienes in-
muebles. por otra parte, es necesario tener en cuen-
ta que el gravamen se efectúa sobre el valor bruto 
del inmueble, sin permitir la deducción de las cargas 
o deudas que afectan a los mismos.
se aplica desde el año 1990 y tiene sus antece-
dentes en la contribución Territorial Urbana y en la 
contribución Territorial rústica y pecuaria.
En relación con su definición, su carácter de im-
puesto real ha sido desvirtuado por la proliferación 
de beneficios fiscales a lo largo de los años10. 
a efectos del impuesto, se distingue entre bienes 
inmuebles, rústicos, urbanos y de características es-
peciales (los bice)  —bienes destinados a la produc-
ción de energía eléctrica y gas y al refino de petróleo, 
y las centrales nucleares; presas, saltos de agua y 
10 rUbio gUerrero, 2008, pág. 73, considera que debería reforzarse 
el carácter real del tributo ya que «las circunstancias de especial protección 
(vejez, discapacidad, desempleo de larga duración, cargas familiares 
excesivas, etcétera) pueden introducir diferencias sustanciales en la carga 
tributaria entre municipios, pueden distorsionar fiscalmente decisiones 
económicas y personales de residencia, comprometer la recaudación del 
tributo y complicar su gestión, liquidación y control».
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embalses, incluido su lecho o vaso, excepto las des-
tinadas exclusivamente al riego; autopistas, carrete-
ras y túneles de peaje y los aeropuertos y puertos 
comerciales —.
el hecho imponible está constituido por la titula-
ridad de los siguientes derechos sobre los mismos:
a. de una concesión administrativa sobre los pro-
pios inmuebles o sobre los servicios públicos a que 
se hallen afectos.
b. De un derecho real de superficie.
c. de un derecho real de usufructo.
d. del derecho de propiedad.
Tendrán la consideración de sujetos pasivos las 
personas naturales y jurídicas, y las entidades sin 
personalidad jurídica, que ostenten la titularidad del 
derecho que, en cada caso, sea constitutivo del he-
cho imponible del ibi
la base imponible estará constituida por el valor 
catastral de los bienes inmuebles, que se determi-
nará, notificará y será susceptible de impugnación 
conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras 
del catastro inmobiliario. el valor catastral de los in-
muebles no podrá superar el valor de mercado, en-
tendiendo por tal el precio más probable por el cual 
podría venderse, entre partes independientes, un 
inmueble libre de cargas. la base liquidable será el 
resultado de aplicar en la base imponible del impues-
to una reducción cuando se trate de inmuebles cuyo 
valor catastral se incremente, como consecuencia de 
procedimientos de valoración colectiva de carácter general.
la cuota íntegra se obtiene aplicando a la base 
liquidable los tipos de gravamen, recogiendo el 
TrlrHl unos tipos mínimos de carácter supletorio: 
el 0,4 por 100 cuando se trate de bienes inmuebles 
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urbanos, el 0,3 por 100 cuando se trate de bienes in-
muebles rústicos y el 0,6 por 100 para los bice. los 
ayuntamientos podrán incrementar estos tipos, sin 
sobrepasar los máximos marcados por la ley.
para los inmuebles de uso residencial que se en-
cuentren desocupados con carácter permanente, los 
ayuntamientos podrán exigir un recargo de hasta el 
50 por 100 de la cuota líquida del impuesto.
en los municipios en los que entren en vigor nue-
vos valores catastrales de inmuebles rústicos y ur-
banos, resultantes de procedimientos de valoración 
colectiva de carácter general, los ayuntamientos po-
drán establecer, durante un período máximo de seis 
años, tipos de gravamen reducidos, que no podrán 
ser inferiores al 0,1 por 100 para los bienes inmue-
bles urbanos ni al 0,075 por 100, tratándose de in-
muebles rústicos.
En la cuota se aplicarán una serie de bonificacio-
nes, siendo preciso distinguir ente las bonificaciones 
obligatorias, que afectan a todos los municipios, y las 
potestativas, que deben ser reguladas por los mismos.
ICIO, Impuesto sobre Instalaciones, Construcciones 
y Obras
Se crea con la Ley de financiación de las Hacien-
das locales de 1988, sin que existan antecedentes 
del mismo en el sistema fiscal español. Se aplica 
desde el año 1990 y tiene una capacidad recaudato-
ria elevada, aunque ya hemos señalado en el apar-
tado anterior que no existe una justificación teórica 
para su existencia, teniendo en cuenta además que 
coexiste tanto con la tasa por licencia de obras, como 
con los precios públicos que los municipios cobren 
por el aprovechamiento del dominio público que pue-
da conllevar la realización de la construcción u obra 
sometida a tributación.
es un impuesto indirecto, de naturaleza instantánea, 
potestativo, cuyo hecho imponible es la realización, 
dentro del término municipal, de cualquier construc-
ción, instalación u obra para la que se exija la obten-
ción de la licencia de obras o urbanística, se haya ob-
tenido o no dicha licencia, siempre que su expedición 
corresponda al ayuntamiento de la imposición.
está exenta del pago del impuesto la realización 
de cualquier construcción, instalación u obra de la 
que sea dueño el estado, las comunidades autóno-
mas o las entidades locales, que estando sujeta al 
impuesto, vaya a ser directamente destinada a ca-
rreteras, ferrocarriles, puertos, aeropuertos, obras 
hidráulicas, saneamiento de poblaciones y de sus 
aguas residuales, aunque su gestión se lleve a cabo 
por organismos autónomos, tanto si se trata de obras 
de inversión nueva como de conservación.
son sujetos pasivos del impuesto, a título de contri-
buyentes, las personas físicas, las personas jurídicas y 
las entidades sin personalidad jurídica, que sean due-
ños de la construcción, instalación u obra, sean o no 
propietarios del inmueble sobre el que se realice aque-
lla. a estos efectos, tendrá la consideración de dueño 
de la construcción, instalación u obra quien soporte los 
gastos o el coste que comporte su realización.
la base imponible del impuesto está constituida por 
el coste real y efectivo de la construcción, instalación u 
obra, y se entiende por tal, a estos efectos, el coste de 
ejecución material de aquélla. no formarán parte de la 
base imponible el impuesto sobre el valor añadido y de- 
más impuestos análogos propios de regímenes espe- 
ciales, las tasas, precios públicos y demás prestaciones 
patrimoniales de carácter público local relacionadas, en 
su caso, con la construcción, instalación u obra, ni tam- 
poco los honorarios de profesionales, el beneficio em-
presarial del contratista ni cualquier otro concepto que 
no integre, estrictamente, el coste de ejecución material. 
la cuota de este impuesto será el resultado de aplicar 
a la base imponible el tipo de gravamen, que será el 
fijado por cada ayuntamiento, sin que pueda exceder 
del 4 por 100.
el artículo 103 del TrlrHl establece una serie 
de bonificaciones que los municipios pueden aplicar 
de forma potestativa, siempre que se regulen en las 
correspondientes ordenanzas fiscales.
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IIVTNU, Impuesto sobre Incremento de Valor 
de los Terrenos de Naturaleza Urbana
es un impuesto directo, voluntario e instantáneo, que 
tiene su antecedente en el arbitrio municipal sobre plus- 
valía, cuyos orígenes se remontan a 1919. su hecho im- 
ponible está constituido por el incremento de valor que 
experimentan los terrenos, que se ponga de manifiesto 
a consecuencia de la transmisión de la propiedad de los 
mismos por cualquier título, o de la constitución o trans-
misión de cualquier derecho real de goce, limitativo del 
dominio, sobre los referidos terrenos. no están sujetos a 
tributación el incremento de valor que experimenten los 
terrenos que tengan la consideración de rústicos a efec- 
tos del ibi, ni los supuestos de aportaciones de bienes 
y derechos realizadas por los cónyuges a la sociedad 
conyugal, adjudicaciones que a su favor y en pago de 
ellas se verifiquen, y transmisiones que se hagan a los 
cónyuges en pago de sus haberes comunes. Tampoco 
se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de 
transmisiones de bienes inmuebles entre cónyuges o a 
favor de los hijos, como consecuencia del cumplimien-
to de sentencias en los casos de nulidad, separación o 
divorcio matrimonial, sea cual sea el régimen econó-
mico matrimonial. por otra parte, la ley contempla dos 
tipos de exenciones: objetivas, en función de la ope-
ración, y subjetivas, en función del obligado tributario.
Tendrá la consideración de sujeto pasivo del im-
puesto, en las transmisiones de terrenos o en la cons-
titución o transmisión de derechos reales de goce li-
mitativos del dominio a título lucrativo, quien adquiera 
el terreno o a cuyo favor se constituya o transmita el 
derecho real de que se trate. en las transmisiones a 
título oneroso, quien transmita el terreno, o constituya 
o transmita el derecho real de que se trate.
la base imponible del iivTnU está constituida por 
el incremento del valor de los terrenos, puesto de ma-
nifiesto en el momento del devengo y experimentado 
a lo largo de un período máximo de 20 años. su deter-
minación se realiza a partir de dos elementos: el valor 
del terreno en el momento de devengo, y el porcen-
taje anual de incremento de valor que corresponda 
aplicar. en la práctica, el incremento se determinará 
aplicando al valor catastral del terreno una serie de 
porcentajes, que dependerán de la población de de-
recho del municipio y del período transcurrido desde 
la última transmisión del inmueble.
la cuota impositiva será el resultado de aplicar a la 
base imponible el tipo de gravamen que establezca 
cada ayuntamiento, sin que este pueda exceder del 
30 por 100. 
Las ordenanzas fiscales municipales podrán re-
gular una bonificación de hasta el 95 por 100 de la 
cuota del impuesto en las transmisiones de terrenos 
y en la transmisión o constitución de derechos rea-
les de goce limitativos del dominio, realizadas a título 
lucrativo por causa de muerte a favor de los descen-
dientes y adoptados, los cónyuges y los ascendien-
tes y adoptantes. Se aplicará una bonificación de un 
50 por 100 en la cuota del impuesto aplicable a las 
transmisiones efectuadas en ceuta y melilla.
tasas
en el cuadro 3 se muestra la importancia de la apli-
cación del principio del beneficio en la financiación 
local, ya que suponen de media el 14,62 por 100 de 
los ingresos totales. dentro de estos ingresos públi-
cos, los de mayor cuantía son los que proceden del 
establecimiento de tasas.
el artículo 20 del TrlrHl establece que las entida-
des locales podrán establecer tasas por la utilización 
privativa o el aprovechamiento especial del dominio pú-
blico local, así como por la prestación de servicios pú-
blicos o la realización de actividades administrativas de 
competencia local que se refieran, afecten o beneficien 
de modo particular a los sujetos pasivos. en todo caso, 
tendrán la consideración de tasas las prestaciones pa-
trimoniales que establezcan las entidades locales por la 
utilización privativa o el aprovechamiento especial del 
dominio público local, y por la prestación de un servicio 
público o la realización de una actividad administrativa 
en régimen de derecho público de competencia local 
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que se refiera, afecte o beneficie de modo particular al 
sujeto pasivo, cuando se produzca cualquiera de las 
circunstancias siguientes:
— Que no sean de solicitud o recepción voluntaria 
para los administrados.
— Que no se presten o realicen por el sector pri-
vado, esté o no establecida su reserva a favor del 
sector público conforme a la normativa vigente.
el importe de las tasas por la prestación de un ser-
vicio o por la realización de una actividad no podrá 
exceder, en su conjunto, del coste real o previsible 
del servicio o actividad de que se trate o, en su defec-
to, del valor de la prestación recibida.
para la determinación de dicho importe se tomarán 
en consideración los costes directos e indirectos, in-
clusive los de carácter financiero, amortización del in-
movilizado, y, en su caso, los necesarios para garan-
tizar el mantenimiento y un desarrollo razonable del 
servicio o actividad por cuya prestación o realización 
se exige la tasa, todo ello con independencia del pre-
supuesto u organismo que lo satisfaga. el manteni-
miento y desarrollo razonable del servicio o actividad 
de que se trate se calculará con arreglo al presupues-
to y proyecto aprobados por el órgano competente.
las tasas por la prestación de servicios no exclu-
yen la exacción de contribuciones especiales por el 
establecimiento o ampliación de aquellos. 
por otra parte, el artículo 21 del TrlrHl estable-
ce una serie de servicios públicos locales que ten-
drán que prestarse de forma gratuita, es decir, que 
las entidades locales no podrán exigir tasas por los 
servicios siguientes:
— abastecimiento de aguas en fuentes públicas.
— alumbrado de vías públicas.
— vigilancia pública en general. 
— protección civil. 
— limpieza de la vía pública.
— enseñanza en los niveles de educación obliga-
toria.
las tasas que tienen una mayor relación con la ac-
tividad inmobiliaria recaen sobre la utilización privati-
va del dominio público local —por ejemplo, tasas de 
ocupación del suelo— y las referidas a la prestación 
de servicios municipales —por ejemplo, licencias ur-
banísticas, suministro de agua—.
Precios públicos
constituyen un ingreso público, de naturaleza no 
tributaria, que podrán establecer las entidades locales 
por la prestación de servicios o la realización de acti-
vidades de su competencia, siempre que no concurra 
ninguna de las circunstancias especificadas para el 
cobro de una tasa. Tampoco podrán recaer sobre los 
servicios públicos que los ayuntamientos tienen obli-
gación de prestar de forma gratuita a sus ciudadanos.
estarán obligados al pago de los precios públicos 
quienes se beneficien de los servicios o actividades 
por los que deban satisfacerse aquellos y su importe 
deberá cubrir como mínimo el coste del servicio presta-
do o de la actividad realizada. cuando existan razones 
sociales, benéficas, culturales o de interés público que 
así lo aconsejen, la entidad podrá fijar precios públicos 
por debajo del límite previsto en el apartado anterior.
contribuciones especiales
las contribuciones especiales son un tributo cuyo 
hecho imponible, según el artículo 28 del TrlrHl, está 
constituido por la obtención por el sujeto pasivo de un 
beneficio o de un aumento de valor de sus bienes, como 
consecuencia de la realización de obras públicas o del 
establecimiento o ampliación de servicios públicos, 
de carácter local, por las entidades respectivas. las 
cantidades recaudadas por contribuciones especia-
les solo podrán destinarse a sufragar los gastos de la 
obra o del servicio por cuya razón se hubiesen exigido.
su importancia recaudatoria es mínima, como se 
puede comprobar en el cuadro 3, a pesar de que la ley 
reguladora de bases de régimen local establece una 
serie de servicios, para cuya instalación o ampliación po-
drían fijarse contribuciones especiales. Así, en relación 
con la actividad inmobiliaria podrían citarse, entre otras, 
las operaciones relativas a: la ordenación, gestión, eje-
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cución y disciplina urbanística, promoción y gestión de 
viviendas, parques y jardines, pavimentación de vías 
públicas urbanas, y conservación de caminos y vías ru-
rales. el establecimiento de servicios de suministro de 
agua y alumbrado público; servicios de limpieza viaria, 
de recogida y tratamiento de residuos, alcantarillado 
y tratamiento de aguas residuales. el establecimiento 
o ampliación de servicios de extinción de incendios.
4. conclusiones
La fiscalidad sobre la vivienda constituye una de 
las principales fuentes de financiación de las hacien-
das municipales españolas. De las distintas figuras 
tributarias con relación directa a la actividad inmo-
biliaria, que aplican las haciendas locales, unas re-
caen directamente sobre las actividades de la cons-
trucción —tasas, contribuciones especiales, icio—, 
otras sobre la propiedad, el IBI, y finalmente, otras 
sobre la transmisión, el iivTnU. 
dentro de esta cesta tributaria, el ibi, por su im-
portancia recaudatoria, ocupa una posición central. 
esta situación es coherente, tanto desde una pers-
pectiva teórica —principios de asignación impositi-
va— como desde la comparación internacional, ya 
que se trata de un impuesto de amplio arraigo en la 
mayor parte de los modelos de financiación local.
esta valoración positiva no excluye que se cues-
tionen diversos elementos de su configuración ac-
tual. por un lado, debería reforzarse su carácter de 
impuesto real, eliminándose gran parte de los bene-
ficios fiscales existentes en la actualidad. Por otra 
parte, se han cuestionado diversos elementos del 
mismo11, como el estancamiento de su aplicación a 
los inmuebles rústicos, la necesidad de revisar los 
mecanismos de tributación diferenciada en función 
de los usos del suelo, o los problemas que plantea el 
recargo sobre los inmuebles residenciales que per-
manecen desocupados de forma permanente. Final-
mente, se debe reflexionar sobre la relación del im-
puesto con el catastro y sobre la posibilidad de dotar
de mayor discrecionalidad a los municipios en rela-
ción con el establecimiento de los tipos impositivos.
En cuanto al impuesto que tiene una justificación 
teórica más débil, el icio, hay que reconocer que su 
comportamiento recaudatorio en los municipios que lo 
han implantado ha sido francamente bueno12, aunque 
deberían revisarse varios aspectos de su configura-
ción. Una propuesta de reforma que consideramos 
que debería explorarse consistiría en la supresión de 
la tasa por licencias urbanísticas, que se integraría en 
este impuesto mediante la elevación del tipo de gra-
vamen13, lo que permitiría simplificar la tributación de 
la actividad de la construcción.
En lo que se refiere al IIVTNU, si bien no se cues-
tiona que los municipios reciban una contrapresta-
ción por las plusvalías que se generan en el mercado 
de la vivienda14, su configuración actual resulta ma-
nifiestamente mejorable, tanto en la determinación 
de la base imponible, de forma que recaiga sobre 
plusvalías reales y no estimadas, como en su inte-
gración y coordinación con los restantes impuestos 
que gravan estas transmisiones, como sucede espe-
cialmente en el caso del irpF.
Finalmente, en lo que se refiere a los ingresos ba-
sados en el principio del beneficio, si bien es cierto 
que los municipios han aprovechado en gran medida 
el potencial recaudatorio de las tasas relacionadas 
con la actividad inmobiliaria, no ha sucedido lo mis-
mo en el caso de las contribuciones especiales, que 
solamente se emplean en contadas ocasiones.
Una última cuestión a valorar, en relación con el 
ejercicio de las competencias tributarias de que dis-
ponen los ayuntamientos en materia normativa, es la 
relativa al esfuerzo fiscal realizado. 
11  vid. sUÁrez pandiello, coordinador, 2008, págs. 289-291.
12 el dinamismo alcanzado por el mercado inmobiliario español durante 
la década anterior a la crisis propició un crecimiento importante de los 
ingresos procedentes del icio y el iivTnU, mientras la recaudación 
del ibi evolucionaba de forma más estable. este dato no debe resultar 
sorprendente, si tenemos en cuenta que si bien es cierto que el número 
de viviendas se incrementó en gran medida, los valores catastrales y los 
tipos aplicables registraron un aumento mucho más moderado.
13 vid rUbio, 2008, pág. 78.
14 vid rUbio, 2008, pág. 78
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como puede apreciarse en el cuadro 4, dicho es-
fuerzo fiscal es más importante en relación con el ICIO 
y el IIVTNU que en lo que se refiere al IBI. Dado que 
este último es un impuesto con mayor visibilidad por 
parte de los contribuyentes, estos datos sugieren que 
los municipios siguen un comportamiento de ilusión 
fiscal a la hora de ejercer sus competencias tributarias.
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cUadro 4
esFuerZo FIscaL reLatIvo medIo 
en Los munIcIPIos caPItaLes de 
ProvIncIa, 2011
impuesto e.F. (%)
sobre bienes inmuebles urbanos..................................     82,48
sobre actividades económicas (coef. sit).....................     44,60
sobre vehículos de tracción mecánica..........................     75,33
sobre construcciones, instalaciones y obras................     91,75
sobre el incremento de valor de los terrenos................     89,79
Fuente: Ranking tributario de los municipios españoles, 2011.
